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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de la respectiva Sala. 
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Sentencia de Segunda Instancia, jueves 07 de diciembre de 2017.

Radicación No: 
              
 
66001-31-05-005-2014-00629-01
Proceso: 

 
Ordinario Laboral.

Demandante:                     

Elías Rodrìguez
Demandado:                     

Colpensiones y otros
Juzgado de origen:         

Quinto Laboral del Circuito de Pereira

Magistrado Ponente:      

Francisco Javier Tamayo Tabares.
Tema a tratar:    
Expectativa legítima. Cumplimiento de la edad antes del cambio de legislación. Por ello, no puede pasarse por alto que con la modificación de dicha norma, por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, que elevó periódicamente la exigencia de cotizaciones, se generó una clara afectación para el actor que estaba a la espera de cumplir con las semanas para pensionarse y se ve sorprendido con este cambio legal que rompe su expectativa pensional. Entonces, en estos casos es necesario que se ampare la situación del afiliado y se mantengan las condiciones pensionales a las que aspiraba, ello sin importar que se satisfaga la densidad de cotizaciones con posterioridad a la vigencia de la nueva normatividad.
AUDIENCIA PÚBLICA:

Pereira, hoy siete (07) de Diciembre de dos mil diecisiete (2017), siendo las ocho y quince de la mañana (08.15 a.m.) reunidos en la Sala de Audiencia los magistrados de la Sala Tercera de Decisión Laboral del Tribunal de Pereira, presidido por el ponente, declaran abierto el acto, el cual tiene por objeto decidir el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida el 09 de febrero de 2017 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral promovido por Elías Rodríguez contra Colpensiones, PARISS y la Gobernación del Valle. 
 

IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

TRASLADO EN ORDEN Y ADVERTENCIAS: .Se les concede el uso de la palabra a los apoderados de las partes, empezando por la de la demandante, para si a bien lo tienen, presenten sus alegatos, disponiendo cada uno de un término máximo de 8 minutos. 
Escuchadas las intervenciones anteriores, si las hubo, serán tenidas en cuenta en la decisión que: 

A continuación se profiere 
SENTENCIA

Pretende el demandante que se condene a la sociedad demandada a reconocer y pagar su pensión de vejez desde el 28 de junio de 1990 y, en consecuencia, pide que se condene al pago del correspondiente retroactivo, los intereses moratorios de que trata el canon 141 de la Ley 100 de 1993 o la indexación y las costas del proceso.

Se relata como sustento fáctico que el actor nació el 28 de junio de 1930, que es beneficiario del régimen de transición, que estuvo vinculado laboralmente con el Hospital Sagrado Corazón de Jesús de Cartago, Valle entre el 01 de enero de 1961 al 20 de noviembre de 1970, que tal período está a cargo del Departamento del Valle del Cauca, que posteriormente el accionante comenzó a cotizar a Colpensiones a partir del 01 de agosto de 2002 y lo hace hasta la actualidad, que alcanza un total de 21.3 años de cotización, que el actor solicitó al ISS la pensión, la que le fue negada por no contar con la densidad de semanas, que nuevamente Colpensiones en el año 2013 negó la prestación.

Admitida la demanda, se trabó la litis con los demandados. Puntualmente y para efectos de desatar el grado jurisdiccional de consulta, se limitará la Sala a referirse a la respuesta de Colpensiones, amén que los restantes demandados fueron desvinculados en la sentencia de primer grado. En cuanto a los hechos de la demanda, el portavoz judicial de Colpensiones admitió la fecha de nacimiento del actor, la calidad de beneficiario de transición, las solicitudes pensionales y las negativas. Frente a los restantes indica que no le constan o que no son ciertos. Se opone a las pretensiones de la demanda y excepcionó de fondo “inexistencia de la obligación”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios o indexación de montos”, “Cobro de lo no debido”, “Prescripción” y “Buena fe”.
  II. SENTENCIA DEL JUZGADO

La Jueza de primer grado, luego de evacuadas las pruebas decretadas, dictó sentencia en la que negó las pretensiones de la demanda, al encontrar que si bien el demandante era beneficiario del régimen de transición, en los términos del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, dichos beneficios únicamente se extendieron hasta el 31 de julio de 2010, conforme a los lineamientos del Acto Legislativo 01 de 2005, pues al momento de entrada en vigencia de dicho acto reformatorio de la Constitución no contaba con las 750 semanas y si bien había cumplido previa a la vigencia del referido acto, la edad para pensionarse, lo cierto es que la densidad de cotizaciones no se cumplió con antelación a dicha calenda. Estudia el asunto bajo el Acuerdo 049 de 1990 y la Ley 100 de 1993, encontrando que no satisface los presupuestos bajo ninguna normatividad.

III. CONSULTA.
Teniendo en cuenta que la decisión fue totalmente desfavorable a la parte demandante, la Jueza dispuso la consulta de la decisión, conforme a los lineamientos del canon 69 del CPLSS.

IV. CONSIDERACIONES

1. Del problema jurídico:
¿El actor es beneficiario de la pensión de vejez, en virtud de las normas transicionales?
2. Desenvolvimiento de la problemática planteada.

Con el advenimiento de la Ley 100 de 1993 y con miras a proteger expectativas legítimas, el legislador estableció un régimen de transición, en virtud del cual, se mantenían vigentes para ciertos grupos, los presupuestos para pensionarse del régimen anterior, puntualmente, se mantienen la edad, el tiempo para pensionarse y el monto de la pensión exigidos en la normatividad anterior que le fuere aplicable. Tales grupos se encuentran determinados en el artículo 36 de la obra legal mencionada y exigía que los presupuestos se cumplieran al momento de la entrada en vigencia de dicha ley.

Sin embargo, para quienes entraron al régimen de transición, en 1994, solo por edad y no hubieren completado los requisitos para adquirir la gracia pensional a que dicho régimen de transición se remitía, al 30 de julio de 2010, era menester que hubiesen arribado a 750 semanas sufragas al sistema al 29 de julio de 2005, en orden a seguir beneficiándose de tal régimen de transición hasta 2014, calenda a partir de la cual desaparece la transición.

En el caso concreto, se tiene que el señor Agudelo Rendón, efectivamente fue beneficiario del régimen de transición contenido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, pues al momento de entrada en vigencia de esta ley contaba con 63  años de edad, tal como se puede constatar con la copia de la cédula de ciudadanía allegada con la demanda –fl. 25-, pues éste nació el 28 de junio de 1930.

Sin embargo, tal transición solamente se extendió hasta el 31 de julio de 2010, es decir, tenía hasta dicha calenda para alcanzar su pensión conforme a las normas transicionales, quedando después inmerso en las reglas de la Ley 100 de 1993, artículo 33. Y se hace dicha afirmación, porque el actor no alcanza la transitoriedad del Acto Legislativo 01 de 2005, amén que al momento de entrada en vigencia de esta norma, el demandante apenas tenía 652,14 semanas, tal como se puede constatar con la historia laboral aportada por la sociedad demandada –fl. 141- y la certificación de tiempos de servicio visible a folio 28. Por ello, se insiste, los beneficios del régimen de transición contenido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, solamente se extendían hasta el 31 de julio de 2010 y de una vez dígase que hasta esa fecha alcanzó a cotizar 900,44 semanas, de las que apenas 20,42 fueron cotizadas en los 20 años anteriores. Por lo tanto, mientras estuvo vigente para el demandante el régimen de transición, no alcanzó a completar el total de semanas exigida para pensionarse, ni siquiera acumulando el tiempo servido en el sector público como el cotizado con Colpensiones, por lo que bajo esos lineamientos de las normas que por transición se aplicaban al actor, no alcanzó a completar la prestación pensional.

Sin embargo, el hecho de que por las exigencias legales del régimen transicional no hubiere el demandante alcanzado la pensión de vejez, ha de decirse que no puede la Sala obviar la expectativa razonable que el demandante ostentó con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, que establecía la exigencia de contar con 1000 semanas para pensionarse –artículo 33 redacción original-, aspecto al que estaba avocado el demandante a cumplir, amén de la satisfacción de la edad desde el 28 de junio de 1990.  
Por ello, no puede pasarse por alto que con la modificación de dicha norma, por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003, que elevó periódicamente la exigencia de cotizaciones, se generó una clara afectación para el actor que estaba a la espera de cumplir con las semanas para pensionarse y se ve sorprendido con este cambio legal que rompe su expectativa pensional. Entonces, en estos casos es necesario que se ampare la situación del afiliado y se mantengan las condiciones pensionales a las que aspiraba, ello sin importar que se satisfaga la densidad de cotizaciones con posterioridad a la vigencia de la nueva normatividad.
Y es que llegar a una conclusión diferente, sería contrariar a la seguridad jurídica que los titulares de las expectativas ciertas y legítimas, ostentan en el sentido de que ante las cambiantes normas reguladoras de la prestación, baste que reunido el primero de los requisitos, se le permita conocer desde allí la otra condición a reunir para adquirir su derecho pensional, y no como en el evento del señor Rodríguez, que por no haber alcanzado en definitiva el régimen de transición, tenga que resignarse también a no ser amparado por las reglas de la citada prestación dictadas por el legislador de 1993, vigentes al 27 de enero de 2003, las cuales apenas exigían 1.000 semanas de cotización y, 60 años de edad para los hombres.

No se trata, entonces, de que antes de que el postulante aglutinara 1.000 semanas de aportes, en 2013, apenas había cumplido uno de los requisitos, la edad, por cuanto ello sería tanto como aseverar que con antelación a la gradualidad contenida en la Ley 797 a partir de 2005, no hubiera existido norma alguna que regulara el número de aportes, a la que aquella se debía someter, puesto que lo que hizo esta ley, fue aumentar los topes ya existentes e igualmente la edad, cuando dispuso que a partir del 1 de enero de 2014, dicho requisito se reajustaba a 62 años de edad, empero, en el entendido de que en el entretanto rigiera la disposición inicial, cual sucede, entonces, también con los aportes, cuyas 1.000 semanas fueron reunidas posteriormente. 

Se itera que a todo afiliado a la seguridad social, le asiste el derecho de conocer anteladamente los requisitos con los cuales alcanzará el beneficio pensional, sin menoscabo de la configuración legislativa, puesto que aunque con el sólo cumplimiento de la edad, no se consolida el derecho a su titular, lo cierto es que esa normativa le crea una expectativa legítima, con las exigencias en ella previstas (60 años de edad y 1.000 semanas), lo cual en términos del órgano de cierre entra en juego "no para proteger a quienes tienen una mera o simple expectativa, pues para ellos la nueva ley puede modificar el régimen pensional al cual estuvieran adscritos, sino a un grupo de personas, que si bien no tienen un derecho adquirido en sentido riguroso, se ubican en una posición intermedia, habida cuenta que poseen una situación jurídica y fáctica concreta, verbi gratia, haber cumplido íntegramente con la densidad de semanas necesarias que consagraba la ley derogada para obtener una prestación de índole pensional. A ellos, entonces, se les debe aplicar la disposición anterior, es decir, la vigente para el momento en que reunieron la densidad exigida para obtener la prestación. En ese horizonte, ha enseñado esta corporación que, tratándose de derechos que no se consolidan por un solo acto sino que suponen una situación que se integra mediante hechos sucesivos, hay lugar al derecho eventual, que no es definitivo o adquirido mientras no se cumpla la última condición, pero que sí implica una situación concreta protegida por la ley, tanto en lo atinente al acreedor como al deudor, por lo que supera la mera o simple expectativa. Estas son las llamadas por la doctrina constitucional “expectativas legítimas” (sentencia de 25 de julio de 2012 atrás reseñada).

Acorde con la citada jurisprudencia, basta reunir uno de los requisitos (edad o densidad de cotizaciones) en vigencia de la Ley 100/93 original, para que la situación pensional del afiliado quede regulada íntegramente por esa disposición, sin menoscabo de la configuración legislativa introducida por la Ley 797 de 2003, en relación con el otro requisito.  Dicha interpretación prohijada por el Tribunal, tiene fundamento en que los titulares de expectativas ciertas y legítimas, tienen derecho a que, cumplido uno de los requisitos, se les permita conocer desde allí la otra condición a reunir para adquirir el derecho, sin perjuicio de las cambiantes normas del régimen pensional. 

En otras palabras, tienen derecho a que se les aplique la disposición anterior, es decir, la vigente para el momento en que reunieron ese primer requisito para obtener la pensión de vejez, sin que por esto, reviva el régimen de transición, dado que las 1.000 semanas son las exigidas en la Ley 100/93, y no en el Decreto 758 de 1990. 
Así las cosas, en el caso puntual, se tiene que el demandante en el año 2013 cumplió las 1.000 semanas de cotización y satisfizo, en aquel momento, la densidad de cotizaciones y al tener ya cumplida la edad, adquirió el derecho pensional por vejez.

En cuanto al disfrute de la prestación, atendiendo que conforme a la historia laboral aportada al proceso –fl. 141- que data del 18 de noviembre de 2016 y en la que figuran cotizaciones hasta el 31 de octubre de 2016, se tiene que no existe certeza sobre el retiro del sistema del demandante. Por lo tanto, se ordenará a Colpensiones a reconocer y pagar la prestación, en la cuantía que corresponda, sin que sea inferior al salario mínimo, conforme a la liquidación que debe efectuar atendiendo los lineamientos trazados en el canon 21 de la Ley 100 de 1993 y con la tasa de reemplazo obtenida conforme a las voces del artículo 34 ibídem, a partir del día siguiente al último ciclo cotizado o a la ejecutoria de esta providencia, según sea el caso, debiendo pagar el retroactivo pensional si a él hubiere lugar.

En cuanto a los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, debe decirse que su imposición sólo resulta procedente a partir de la ejecutoria de la sentencia, en la medida en que como lo ha decantado el órgano de cierre de la especialidad laboral, entre otras, en sentencias del 2 de octubre de 2013, y 3 de septiembre de 2014 radicación 44454 y 50.259, respectivamente, la exoneración de dichos réditos sólo opera mientras el derecho pensional está en discusión.
No habrá condena en costas, por cuanto la conducta de la entidad accionada estuvo guiada por el respeto a una normativa que de manera plausible estimaba regía el derecho en controversia. 
Frente a las excepciones planteadas por la parte demandada, debe decirse que ninguna de ellas tiene vocación de prosperidad, conforme a lo dicho.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
FALLA
1. Revocar la sentencia proferida el nueve (09) de febrero de 2017 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia de la referencia y en su lugar:

Condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones a reconocer y pagar al señor Elías Rodríguez la pensión de vejez , en la cuantía que corresponda, sin que sea inferior al salario mínimo, conforme a la liquidación que debe efectuar atendiendo los lineamientos trazados en el canon 21 de la Ley 100 de 1993 y con la tasa de reemplazo obtenida conforme a las voces del artículo 34 ibídem, a partir del día siguiente al último ciclo cotizado o a la ejecutoria de esta providencia, según sea el caso, debiendo pagar el retroactivo pensional si a él hubiere lugar.

2. Declarar no probadas las excepciones propuestas por la demanda.

3. Negar las restantes pretensiones de la demanda.

4. Sin costas.
NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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